
A P É N D I C E  QUINTO 

Ejecución de sentencias extranjeras en España 



Dictámenes emitidos por esta Fiscalía en autos sobre ejecu- 
ción en España de  sentencias dictadas por los Tribunales . 
extranjeros 

A R G E N T I N A  

A LA SALA 

El Fiscal, evacuando el traslado conferido de los presentes 
autos, a los efectos del art. 956 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
.dice: 

Que para llegar a la conclusión definitiva que ha de consti- 
tuir su propuesta a la Sala, se ha planteado a si mismo esta tres 
cuestiones: ¿Deben cumplirse en Espafía las sentencias firmes 
dictadas por los Tribunales de la República Argentina? En el 
caso de que hayan de cumplirse, {qué requisitos son exigibles? 
¿Reúne los requisitos exigibles la sentencia dictada por el Juzga. 
do de Buenos Aires, a cargo del Doctor Tristán M. Avellaneda, 
en 14 de Julio de 1914, cuya ejecuci5n en Espaíía pretende ahora 
la Sociedad argentina D. Meyer y Compafíia, y a la cual se opo. 
ne el condenado por dicha sentencia súbdito espafiol D. Vicente 
Blasco Ibáñez? 

En cuanto a la primera pregunta, no vacila en contestar el 
Fiscal afirmativamente. En realidad, nuestra ley procesal civil 

, facilita, como regla general, el cumplimiento de todas las senten. 
cias dictadas por los Tribunales extranjeros, y sólo exceptúa, 
según el art. 953, las de aquellos paises en que se niega cumpli. 
.miento a las dictadas por los Tribunales españoles, entre los cua- 
les, indudablemente, no está la República Argentina. 

Establecen los articulos 951 al 952 de nuestra ley de Enjuicia- 
miento civil tres grados de prelación para determinar la fuerza 
en España de las sentencias firmes dictadas por Tribunales es. 
tranjeros En primer término, hay que estar a lo convenido en 
los tratados respectivos (art. 951). Cuando se trate de pais que no 
tenga tratado con Espafía, hay que estar al principio de recipro. 
cidad, dándose a la sentencia extranjera(art. 9501, la misma fuer. 



za que a las ejecutorias españolas se dé en el país donde aquella 
fué dictada, y negándose toda fuerza (art. 933) a las sentencias 
dictadas en paises donde no sean cumplidas las sentencias espa- 
ñolas. Y, por último, cuando se trata de sentencias dictadas en 
paises con los cuales no tiene España celebrado tratado y entre 
10s cuales no puede afirmarse la práctica de la reciprocidad, se 
reconoce también fuerza ejecutoria a las sentencias, pero sólo 
cuando reúnan los cuatro requisitos que enumera el art. 934. 

No existe tratado sobre ejecución de sentencias entre España 
y la República Argentina, y queda, por tanto, eliminado el caso 
del art. 951. Conformes están también las partes interesadas y 
expresamente asiente a ello el Fiscal en que tampoco estamos en 
el caso del art. 953, de ser la sentencia de un pais donde se nie. 
gue el cumplimiento de las sentencias españolas. La primera 
cuestión a dilucidar, pues, se reduce a determinar si, como pre- 
tende la Sociedad que insta el cumplimiento de la ejecutoria, es. 
tamos en el caso del art. 952, y,  por ello, en la obligación de cum. 
plir la sentencia sin exigir requisitos por aplicación del precepto 
de reciprocidad, o si, como sostiene la parte condenada y oposi- 
tora al cumplimiento, no se practica la reciprocidad en este ore 
den entre España y la Argentina, y hay que exigir, por tanto, los 
requisitos que enumera el art. 954. 

El Fiscal sostiene que entre España y la Argentina hay mu- 
tua decisión de cumplir las ejecutorias respectivas procedentes 
del otro Estado, y hay, por tanto, que atenerse, en el presente 
caso, a lo que preceptúa el art. 952 de la ley de Enjuiciamiento 
civil. En primer término, entre España y los Estados del Centro 
y del Sur de América se ha   resumido siempre, por la cordiali- 
dad de relaciones entre ellos y por la comunidad de intereses 
morales, la decisión de cumplir las sentencias del otro pais; no 
importa que respecto a alguno de dichos Estados no se haya pre- 
sentado ocasión de cumplir una ejecutoria del otro, para que no 
se dude de que si se presentase el caso la ejecutoria seria cum- 
plida; no se requiere para aplicar la reciprocidad en el cumpli- 
miento la repetición de ejecutorias cumplidas, sino el propósito 
de cumplir las ejecutorias que de otro Estado procedan, pudien- 
do darse el caso, en las relaciones entre dos Estados, de que al 
uno se le hayan presentado para su cumplimiento muchas ejecu- 
torias del otro, mientras no haya habido ocasión de que se pre. 
sente a éste ninguna de aquel; y así está reciente-que en la vida 
de los pueblos un cuarto de siglo no significa nada en orden al  
tiempo -el caso de darse cumplimiento en España a ejecutorias 
de la República de Cuba, poco después de constituirse esta, con- 
forme al  citado art. 952, porque, aunque no se había dado el caso 
contrario, no se dudó de que igualmente serían cumplidas en  
Cuba las ejecutorias de España. 



Además, la Sala a quien tiene el honor de dirigirse el Fiscat 
tiene expresamente reconocido que en la República Argentina 
se da cumplimiento a las ejecutorias españolas. En la colección 
de sus Resoluciones existe un auto de 5 de Julio de 1917, repe. 
tidor de la doctrina de otro auto de 21 de Febrero de 1906, por  
el cual, refiriéndose a una resolución de un Tribunal argentino, 
se acuerda su cumplimiento, a pesar de qne se reconoce no reu- 
nir tal resolución caracteres de sentencia (se trataba de una de- 
claración de herederos, así como en el auto de 1906 se trataba de 
una autorización para enajrnar en EspaAa bienes de menores), 
fundando el acuerdo en que <en la República Argentina se aplica 
el mismo sistema de reciprocidad en que se  inspira nuestra ley, 
sin más limitaciones que la de que hayan sido dictadas por Jue. 
ces competentes y no contengan error evidentes. 

Recoge el Fiscal del texto que queda reproducido, su espíritu 
más que su letra, o sea la afirmación sustancial de que recipro- 
camente se cumplen en la Argentina las ejecutorias españolas y 
en España 'las ejecutorias argentinas, lo cual basta al  efecto de 
reconocer que en EspaAa tienen que ser cumplidas las ejecuto- 
rias de la República Argentina, conforme al art. 952 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, y sin que, por tanto, haya de aplicarse el 
articulo 954 de la misma ley. Pero esto nos lleva al estudio de la 
segunda cuestión planteada al comenzar este escrito. 

El preceplo del art. 952no obliga a Espalia a cumplir incondi. 
cionalmente las ejecutorias de los Tribunales argentinos, sino en 
tanto éstos cumplieran incondicionalmente las ejecutorias de Es- 
paAa, lo cual no sucede. Sepún dicho art. 952 de nuestra ley Pro- 
cesal civil, una ejecutoria argentina tiene la misma fuerza que en 
la República Argentina se dé a las ejecutorias dictadas en Espa- 
ña. Veamos, pues, cuál es esta fuerza. 

Al estudiarlo, el Fiscal no puede menos de hacer notar, con 
todos los respetos debidos, que los autos de 21 de Febrero de 1906- 
y 5 de Julio de 1917, a los que antes se ha referido, dicen literal. 
mente algo más de lo que el Fiscal se atreve a afirmar. En la Re. 
pública Argentina, a pesar de lo expresado en tales autos, no  
rige el mismo sistema de reciprocidad en que se inspira nuestra 
ley; así lo patentizan los artículos 5% y 559 del Código de Proce- 
dimientos vigente en la capital y provincia de Buenos Aires pro- 
mulgado en 1830, análogos, respectivamente, a los artfculos 951 
y 953 de nuestra ley de Enjuiciamiento civil, sin que entre aqué. 
110s exista ninguno que recuerde los preceptos de los artícu- 
los 952 y 953 de nuestra ley Procesal citada. Se ve, pues, clara- 
mente que mientras la ley española siguió la tendencia del que 
se ha llamado sistema alemán, subordinando la e5cacia de las 
sentencias extranjeras a la reciprocidad, la ley argentina siguió 
la  corriente del sistema italiano, caracterizado por el principio de. 
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que deba ser eficaz en cada pais toda sentencia extranjera que 
reiina los requisitos para serlo en aquel, siendo ejecutiva cuando 
le conceda esta cualidad el Tribunal nacional competente. 

Efecto de esto es que, aun dispuesta la República Argentina 
a cumplir las ejecutorias españolas, no puede hacerlo incondicio- 
nalmente, porque no se lo permite el texto de los articulas 5% 
y 559 citados y s61o puede cumplir, mientras no exista tratado 
entre los dos Estados que a otra cosa autorice, aquellas senten. 
cias que reunan los requisitos enumerados en el art. 559. Y lógica 
consecuencia de la reciprocidad estatuida por el art. 952 de nues- 
tra ley de Enjuiciamiento civil es que en España deba darse cum- 
plimiento a todas las sentencias de los Tribunales de Buenos 
Aires y su provincia, en tanto concurran en ellas los requisitos 
que enumera el art. 559 del Código de Procedimientos que rige 
en dicho pais, que son las mismas impuestas por la ley a los Tri- 
bunales de la capital y provincia de Buenos Aires para cumplir 
las ejecutorias de.los Tribunales espafioles. 

Llegados a esta conclusi6n, no queda más que resolver si la 
ejecutoria cuyo cumplimiento en Espafia solicita la Sociedad 
D. Meyer y Compafiia, reúne los requisitos que exige el art. 559 
del Código de Procedimientos argentino antes citado. Y a esta 
pregunta el Fiscal tiene que dar una contestación negativa, sin 
que tal negativa, en el momento presente, entrafie la de que al- 
gún día pueda y deba acordar la Sala el cumplimiento de la sen- 
tencia de que se trata, o sea, la de remate dictada en 14 de Julio 
de 1914 por el Dr. Tristán M. Avellaneda, Juez de Bzenos Aires, 
por la cual se manda llevar adelante la ejecuci6n hasta hacerse 
pago al acreedor del capital, intereses y costas, en los autos ca- 
ratulados d1eyer y Compaiiía, contra D. Vicente B!asco Ibáfiez 
por cobro ejecutivo de tres mil quinientos pesos, etc... 

Opina el Flscal que no debe acordarse el cumplimiento de la 
expresada sentencia de 14 de Julio de 1914, porque no cree que el 
ltestimonio presentado por la Sociedad D. Meyer y Compañia, 

f para instar tal cumplimiento sea de dicha sentencia, sino- sola- 
/ mente de la w v i s m a .  Cierto es que leyendo, 

tanto el testimonio presentado como la certificación puesta al pie 
del mismo de encontrarse consentida la sentencia de remate de 
que se  trata, expresan referirse a la sentencia y no sólo a una 
parte de ella; pero no puede decidirse el Fiscal a creer que una 
sentencia, aunque sea de remate, haya de limitarse al texto re- 
producido en el testimonio, tanto más cuanto que, aunque no se 
considere aplicable a las sentencias de remate que se dictan con- 
forme al art. 483 del Código de Procedimientos de Ia ciudad y 
provincia de Buenos Aires lo que para las sentencias que recaen 
en los juicios ordinarios preceptúa el art. 217, no parece que 
pueda dejar de serlo el art, 63 del mismo cuerpo legal que impo- 
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ne que toda resolución definitiva o interlocutoria ha de ser fun- 
dada bajo pena de nulidad. 

Y si la sentencia no es conocida en toda su integridad, claro 
es que no debe acordarse su cumplimiento. Esto de necesitarse 
el conocimiento de la sentencia Integra no lo dice el art. 539 dcl 
Código de Procedimientos argentino ni el art. 954 de la ley de En. 
juiciamiento civil española, porque los requisitos que uno y otro 
enumeran se refieren precisamente a la sentencia integra, sin 
cuyo c9nocimiento no puede apreciarse la concurrencia de aque- 

/ llos. Lo dice el buen sentido: para ejecutar una sentencia hay que 
conocerla en su totalidad; y, en confirmación de ello, en el trata- 
.do de Montevideo que regula el cumplimiento de sentencias ex- 
tranjeras, al  cual se adhirió la República Argentina por ley de 
19 de Diciembre de 1891, al enumerar el art. 6.= los documentos 
indispensables para solicitar de un pafs el cumplimiento de una 
sentencia dictada en otro, se incluye, en primer término, la rcopia 
integra de la sentencia o fallo arbitral#, cuyo cumplimiento se 
interesa. 

Sin la presentación, pues, del testimonio de la sentencia de 14 
de Julio de 1914, en toda su integridad, no debe acordarse el cum- 
plimiento de tal resolución. Pero, aun suponiendo que la senten- 
cia de que se trata no tuviera más texto que el que resulta del 
testimonio acompañado, tampoco podría acordarse su cumpli- 
miento, porque no resulta acreditado el requisito segundo del ar .  
ticulo 559 del Código de Procedimientos de la provincia de Buenos 
Aires que, sustancialmente, es el requisito segundo del art. 954 
de nuestra ley de Enjuiciamiento civil. Ese requisito exize que 
la sentencia cuyo cumplimiento se interesa no hayn sido dictada 9 .en rebeldln de la  pnrte conde,tndn-sin que sea oportuno analizar 
ahora el alcance de la cláusula sielnpre que i s t n  Izaya tenido do- 
ínicilio en  la Repziblicn que sigue-, requisito esencial, sin el cual 
seria fácil lograr la condena en rebeldia de súbditos de otro país 
y la ejecución de sentencias gravosas para éstos sin que los de- 
,mandados se hubieran enterado de los pleitos seguidos contra 
ellos. Y del texto hasta ahora conocido no sólo no resulta acredi- 
tado que la sentencia contra el Sr. Blasco lbáiiez no haya sido 
dictada en su rebeldía, sino que parece indicado que en tal rebel- 
día se dictó. 

Con lo expresado basta para justificar la oposiciún del Fiscal 
al  cumplimiento de la sentencia de que se trata, sin que haya ne. 
cesidad de resolver ni siquiera discutir otras cuestiones plantea. 
das por la representación del Sr. Blasco Ibáñez, de orden secun- 
dario, como la de si tienen carácter de sentencias de las que se 
pueden ejecutar en España siendo dictadas por otro país las sen 
tencias de remate; y la de si han prescrito o no las acciones para 
exigir el cumplimiento de obligaciones derivadas de la susodicha 



sentencia, cuestión Csta planteada sobre hipótesis y con notoria 
confusión de acciones. 

Por lo expuesto, el Fiscal que evacua este traslado dentro del 
termino legal para ello y presenta copias de este dictamen para 
su entrega a las partes, es de parecer que procede acordar decla- 
rar no haber lugar por ahora, al cumplimiento en Espalia de la 
sentencia que dictó en 14 de Julio de 1914 el Juez de Buenos Aires 
D. Tristán M. Avellaneda, condenando al súbdito español D. Vi- 
cente Blasco Ibáñez al pago de 3.500 pesos, intereses y costas a la 
Sociedad D. Meyer y Compaliia, sin prejuzgar lo que proceda 
acordar si se presentase el texto integro de dicha sentencia y se 
acreditase no haber sido dictada en rebeldía del condenado. La  
Sala, no obstante, se dignará acordar lo que estime más proce- 
dente y acertado. 

Madrid, 15 íie Diciembre de 1924. 



PORTUGAL 

A L A  S A L A  

El Fiscal, evacuando el traslado conferido de los presentes 
autos sobre ejecución en España de la sentencia dictada en 11 de 
Mayo de 1922 por el Juez Presidente del Tribunal de Comercio 
de la Segunda Vara de Lisboa declarando en estado de quiebra 
a la Sociedad Banco de Seg?tvos, dice: 

Que se opone a la pretensión formulada por el Procurador 
Sr. Lagos en representación de D. Francisco Garazzo Perry.Vi- 
da1 en calidad de Síndico administrador y representante legal 
de la quiebra de la entidad aseguradora portuguesa B ~ n c o  de 
Seguros, y aunque su oposición es a la totalidad de la súplica 
formulada por dicha parte instante, para razonar los íundamen- 
tos de tal oposición, conviene estudiar dicha súplica en las diver. 
sas partes que la integran, que son: l.', aque previas las actuacio- 
nes pertinentes con arreglo a la ley, se autorice plenamente en 
España el cumplimiento de la centencia dictada el 11 de blayo 
de 1922 por el Juez de la Segunda Vara Comercial de la Comar- 
ca de Lisboa, declarando en estado de quiebra a la mencionada 
Sociedad anónima de responsabilidad limitada Banco de Seg7~- 
ros*; 2.", que tal autorización se funde en el principio de recipro 
cidad que afirma la parte instante haber sido uconsagrado últi- 
mamente por los Tribunales de la nación vecina, ejecutando dos 
fallos dictados por los de nuestro paisr; 3.O, que se funde además 
en que la ejecutoria, cuyo exequatur se demanda, creune los re. 
quisitos necesarios de fondo y de forma, para que sea cumplida 
en España sin entorpecimiento jurídico alguno, así como dicha 
ejecución se halla además en armonía con los principios del de- 
recho internacional privado que rigen en la materias, y 4.O, que 
(esta parte resulta de la súplica adicionada mediante otrosí a l  
escrito inicial de estos autos) con la ejecución de la sentencia que 
se pretende se aspirar ua evitar resoluciones que hicicieren más 
tarde ilusorios los derechos que como Sindico-administrador de 
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la masa de la quiebra (la declarada en Lisboa) competen al' 
Sr. Garazzo, con los perjuicios consiguientes que pueden llegar 
a ser irreparables* en el expediente que se tramita en la Comisa- 
ria general de Seguros de Espafia sobre liquidación forzosa de la 
Sucursal espaiíola del Banco de Segzcvos. 

La autorización plena en España de la ejecución de la senten- 
cia dictada en 11 de Mayo de 1922 por el Juez de la Segunda 
Vara Comercial de Lisboa declarando en estado de quiebra a l  
Banco de Seguros, no puede ser obtenida sin otras declaraciones 
previas que no han sido articuladas y ni siquiera tiene poder 
para solicitarlo el Procurador que lo pretende. No faculta, efecti- 
vamente, el poder exhibido que el Abogado Sr. Cabello sustituyó 
en favor del Procurador instante a pedir «que se autorice plena- 
en España el cumplimiento de la sentencia dictada en 11 de Mayo 
de 1922*, sino para apromover la revision de la sentencia decla- 
ratoria de la quiebra de dicho Banco de Seguros cerca de los 
Tribunales de Madrid.; con lo cual resulta bien claramente ex- 
presado que el propic Sindico-administrador de la quiebra del 
Banco de Seguros sabía y estimó que no podria ser obtenida nt 
aun solicitada la ejecución en Espafia de la sentencia declarato- 
ria de la quiebra dictada en Lisboa, sin la previa revisión y con- 
firmación de dicha sentencia por el Tribunat de Madrid, compe- 
tente para ello. 

Y así tiene que ser, precisamente por el mismo principio d e  
reciprocidad invocado por la parte promovedora de estos autos 
y expresamente consignado en los artfculos 953 y 933 de nuestra 
ley de Enjuiciamiento civil. No existe entre España y Portugal 
tratado sobre ejecución en cada uno de dichos paises de las sen- 
tencias dictadas en el otro, y, por tanto, las sentencias firmes 
portuguesas tienen en España la misma fuerza que se db en Por- 
tuya1 a las ejecutorias españolas. CuAl es esta fuerza, lo procla- 
man los preceptos del derecho vigente en Portugal. 

El art. 31 del Código civil de Portugal estatuye que,-en aquel 
país, las sentencias extranjeras sobre derechos civiles entre ex- 
tranjeros y portugueses se cumpliran por los Tribunales nacio- 
nales en los términos prescritos en el Código de proc.edimientos: 
y el art. 39 del Código de procedimiento civil (supletorio del Cú- 
digo de procedimiento comercial, según precepto expreso del ar- 
ticulo 1.' de éste), enumera entre lo que es atribución de las Au- 
diencias: s6.O Revisar las sentencias pronunciadas por los Tribu - 
nales extranjeros y confirmarlas cuando procedan; expresando 
el art. 805 que las sentencias de los Tribunales extranjeros no 
pueden ejecutarse sin ser examinadas y haber si40 confirmadas 
por un Tribunal de segunda instancia; reiterando el art. 1.087 
que las sentencias de los Tribunales extranjeros a que se refiere 
el art. 31 del Código civil no podrán ejecutarse en el Reino sin 



que se revisen y confirmen por alguna de las Audiencias, oyén- 
dose a las partes interesadas y al Ministerio pílblico, salvo si se 
hubiere estipulado otra cosa en los Tratados; y regulando los ar- 

a ticulos 1.088 y siguientes el procedimiento a seguir hasta que s e  
dicte en Sala la sentelzcin, concediéndose o dencgándose la con- 
firmación de la extranjera. Estos preceptos, pues, dicen clara. 
mente que en Espafia una sentencia firme portuguesa no debe 
ser cumplimentada en tanto no se revise y se confirme dicha 
sentencia por otra del Tribunal competente español. No puede, 
er, el presente caso, dictarse tal sentencia confirmatoria, porque 
no se ha soIicitado: luego menos puede acordarse el cumplimien- 
to de una sentencia cuya revisión y confirmación no han sido so. 
licitadas. 

Cierto es que la parte instante parece afirmar, fijándose, acaso, 
en la semejanza que el Fiscal reconoce existir entre el procedi- 
miento que fijan los artículos 936 a: 958 de la ley de Enjuiciamien- 
to civil española y los articulos 1.088 al 1.091 del Código de pro. 
cedimiento civil portugues que, con observarse ante la Sala que 
conoce de su petición aquellas reglas procesales, basta para que 
se tenga por pedida la revisión y confirmación de la sentencia de 
que se trata, aunque realmente sea el cumpiimiento de ésta lo 
que se ha pedido. Pero, aunque así fuera, y la Sala estimase que, 
después de haber oído a la parte que pide el cumplimiento, a la 
que se opone al mismo y al  Ministerio fiscal, está en situaci6n de 
tener por revisada la sentencia cuyo cumplimiento se pide, y re- 
solver sobre su confirmación, que entrafiaria su cumplimiento, 
el cumplimiento que se solicita es improcedente. 

Se solicita ese cumplimiento, en primer término, a virtud del 
principio de reciprocidad que la parte solicitante dice haber sido 
.consagrado últimamente por los Tribunales de la Nación vecina, 
ejecutando dos fallos dictados por los de nuestro paisn; pero no 
resulta eso de los documentos aportados. Desde luego esos dos 
fallos quedan reducidos a uno, porque se trata de una sentencia 
de divorcio dictada por el Tribunal canónico competente y de  
una resolución dictada por el Tribunal civil a quien correspondi6 
la ejecución de dicha sentencia de divorcio en cuanto a los efec- 
tos civiles relacionados con los bienes de los cónyuges; las dos 
resoluciones espafíolas fueron presentadas juntas cuando se quiso 
que produjeran efectos en Portugal, y por una misma resolución 
se resolvió la petición entonces formulada. Es, pues, una y no 
dos la resolución de los Tribunales portugueses que alega la re- 
presentación del Bnnco de Segicros en quiebra. Pero léase esa 
resolución dictada por la Audiencia de Lisboa en 3 de Marzo de 
1923 y se verá claramente que los Tribunales portugueses cum- 
plieron sus leyes y no otorgaron eficacia a las resoluciones espa- 
ñolas referentes al divorcio entre los Condes de . .. , sino en tan- 
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to  las revisó y confirmó, mediante una nueva sentencia, la Au- 
diencia de Lisboa, competente para e:lo. Podrá, pues, haber no. 
vedad en el sentido de mayor facilidad de la antes acostumbrada 
para que, en el ejercicio de sus facultades, los Tribunales portu- 
gueses confirmen una sentencia española; pero no hay ninguna 
novedad que implique aceptación del principio de reciprocidad 
proclamado en nuestra ley procesal a falta de Tratados, sino in- 
sistencia, como es natural, por parte de los Tribunales portugue- 
ses, en atenerse a lo que preceptúan las leyes de su pais. 

Téngase en cuenta, ademas, que en el cumplimiento (previa 
su revisión y confirmación!, de las resoluciones españolas por 10s 
Tribunales portugueses, que se  alega, se trataba de una señora 
portuguesa que contrajo matrimonio con un espafiol, aportando 
bienes inmuebles en Portugal cn calidad de dotales que, por Una 
sentencia de divorcio canónico y la subsiguiente declaración ju- 
dicial relativa a los bienes de la sociedad conyugal, recobra Su 
libertad para disponer de bienes sitos en el solar de su país natal, 
ante lo cual bien pudo decir la Audiencia de Lisboa que las reso- 
luciones que confirmó no contrarían los principios de Derecho 
público portugués, ni ofenden los principios del orden público 
(claro es que en Portugal). Pero, ciertamenteno es análogo, sino 
muy opuesto lo que ahora se pretende, al instar, no ya el CUm- 
plimiento, sino la ampliación de la sentencia dictada en Portugal 
pidiendo en daflo de intereses espafioles que ya fueron perjudica- 
dos y sólo en una parte lograron ser garantidos. 

Es este un aspecto de la cuestión planteada que requiere es- 
pecial atención de la Sala. El Administrador del Banco de Seg24- 
ros en quiebra, no se limita a pedir que se cumplimente en Espa- 
ña la resolución que contiene tal declaración, sino mucho más. 
Afirma que principios de Derecho internacional determinados 
obligan a que la declaración de quiebra, hecha en Lisboa lisa y 
llanamente y sin alusión alguna a bienes ni a acreedores ni a 
obligaciones de la Sociedad quebrada en España, sea interpre 
tada en Madrid en el sentido de alcanzar a la universalidad de 
cosas y derechos de dicha Sociedad quebrada en el territorio es. 
pañol, sin necesidad de nueva declaración alguna, extendiéndose 
así ea todos los bienes y derechosa -de deudas y obligaciones, 
;para qué hablar? - «de la Sucursal creada en este paíspor la 
entidad quebrada Banco de Segt~ros~. 

Esto lo explica todo. El Banco de Segu?*os estableció una Su- 
cursal en Madrid y encontró clientes espafioles que depositaron 
en  tal Sociedad su confianza. Aunque el Fiscal conoce alguna 
parte interesante de la historia de la actuación de aquel Banco y 
de su Sucursal en Madrid, ha de referirse exclusivamente a lo 
que de los presentes autos resulta: y ello es que la Sucursal, la 
cual funcionó al amparo de la legislación española, obligada a 
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constituir el depósilo que ordenó el Real decreto de 13 de Agosto 
de 1920, despues de varias vicisitudes, no respondió a sus obliga- 
ciones, y cuando hubo que decretar la liquidación forzosa de la 
Sucursal, han podido percibir los acreedores por siniestros reco- 
nocidos un 33 por 100 de su's créditos; y las resoluciones guberna- 
tivas que sancionaron l a  liquidación de la Sucursal y los acuer- 
dos relativos a la misma, son indudablemente los aludidos por la 
parte instante de estos autos al  hablar de los que deben ser evita. 
dos para que no resulten ilusorios los derechos y acciones que 
pretende ejercitar respecto al  activo y pasivo de la filial espa- 
ííola. 

Visto está, pues, que, a titulo de querer cumplimentar una 
sentencia portuguesa de declaración de quiebra, se pretende eje- 
cutar lo que ni en tal sentencia se manda, y claro es que bastaría 
1- exposición de tal interpretación que se desea para que el Fiscal 

opusiera al  cumplimiento, ni aun previa la revisión y confir- 
ción procedente de la sentencia portuguesa. 
Huelga, despues de lo expuesto, estudiar si lo presentado 

como ejecutoria reúhe las circunstancia., necesarias al fin que se 
pretende, pero no está demás consignar que tampoco concurren 
tales circunstancias. La resolución de que se trata, aunque es 
se~zteffcin conforme a la legislación portuguesa, no lo es confor- 
me a la española, pues se trata sólo de la resolución equivalente 
al auto de declaración de quiebra que preceptúa el último párrafo 
del art. 1.325 de nuestra ley de Enjuiciamiento civil, en relación 
con el art. 875 del Código de Comercio, y, como en la misma sen- 
tencia, cuyo cumplimiento se pide, consta fué dictada sin nece- 
sidad de oir al  demandado, siendo de notar que ni siquiera se ha 
acreditado la existencia legal de la Sociedad declarada en quie- 
bra, pues aunque en la sentencia de 11 de Mayo de 1922 se dice 
que tal existencia está demostrada por un documento obrante a 
un folio determinado, tanto en la certificación de la sentencia 
como en la traducción exhibidas, ha quedado en blanco el lugar 
destinado a espresar el folio. En la certificación presentada de di- 
cha sentencia de 11 de Mayo de 1922 nada se expresa ni se indica 
de que tal resolución sea firme. Fue despues de formulada la pe- 
tición de que se autorice su cumplimiento, cuando con el escrito 
de 6 de Mayo de este año, se presentó una nueva certificación de 
algo relativo a la citada sentencia, de lo cual conocemos tres tra- 
ducciones: la que expuso la parte instante de que *fue debida- 
mente notificada y quedó firmes, la que expresó el Consulado de 
que <fue debidamente citada y tramitó en juicios y la de la Ofici- 
na de Intepretación de Lenguas de que afué notificada en forma 
y pasó en autoridad de cosa juzgada.. Aun aceptando esta últi- 
ma traducción y que la certificación cuyo original aparece libra- 
do el 12 de Abril pueda surtir efectos solicitados el 32 de Marzo, 

11 
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no resulta que fuera notificada a los acreedores ae aspana, ¿ 

quienes ahora se pretende que afecte el cumplimiento. No puedi 
sostenerse, pues, con fundamento que los documentos presenta 
dos como ejecutoria de la sentencia dictada en Lisboa el 11 di 
Mayo de 1922 reúnan los requisitos más indispensables 
tal sentencia deba ser cumplida en Espafla y menos c 
plitud que se pretende. 

Por las consideraciones expuestas, el Fiscal es de parecer que, 
sin que el obrar así desvirtúe el buen deseo de los Tribunale 
espafloles de cumplir lbs resoluciones de los Tribrnales portu 
gueses en circunstancias de verdadera reciprocidad, debe se 
desestimada en todas sus partes la petición formulada en su es. 
crito fechado en 22 de Marzo de este año por el Procurador don 
Jos6 Lagos Ponce, en representación de D. Francisco Garazzo 
Perry.Vida1, en su calidad de Sindico-Administrador y represen- 
tante legal de la entidad aseguradora portuguesa Banco de Se- 
gzLYos. 

La Sala, no obstante, se  dignará resolver como siempre, lo 
que estime mAs procedente y acertado 

Madrid, 30 de Diciembre de 1924. 



SUIZA 

A L A  S A L A  

El  Fiscal evacuando el traslado conferido de los autos inicia- 
dos por la representación de la tSocieté Anonyme Leu et Com- 
pagnie., de Zurich, sobre ejecución de determinada sentencia 
dictada por el Tribunal de Comercio de Zurich, sección B, el 14 de  
Diciembre de 1922, en reconvención contra Don Luis S. Hamm, 
del comercio de Barcelona, dice: 

Que si la cuestión planteada no fuera otra que la de si ha de 
ejecutarse en España la sentencia de que se trata, el Fiscal con-- 

' 
testaria con una rotunda afirmación. Pero, lo que se discute en 
realidad es como ha de ejecutarse dicha sentencia, o mejor dicho,. 
como ha de ser interpretada la sentencia en cuanto a la cantidad 
cuyo pago se exige al Sr. Hamm; y, en este punto, el dictamen 
fiscal tiene que ser opuesto a lo que la Sociedad Leu y Compañía 
pretende. 

La  concesión de la ejecución de la sentencia en España no 
ofrece duda. EL art. 951 de la ley de Enjuiciamiento civil estatu. 
ye que las sentencias firmes pronunciadas en países extranjeros, 
tendrán en Espaila :a fuerza que establezcan los tratados respec. 
tivos. Entre Espaiía y Suiza hay viqente un Tratado sobre ejecu. 
ción de sentencias, que es el convenido en 19 de Noviembre de- 
1876 y ratificado el 6 de Julio de 18913. El art. 1.' de ese Tratado- 
reconoce fuerza ejecutoria en España a las sentencias o fallos 
definitivos en materia civil o comercial dictados en Suiza, ya por  
los Tribunales ordinarios, ya por árbitros o Tribunales comercia. 
les leqalmente constituidos; y el art. 2 .O  otorga a la parte intere- 
sada el derecho de pedir directamente la ejecución de la senten- 
cia al  Tribunal a quien corresponde la competencia para conce- 
der el exequatur (El Tribunal Supremo, según el art,  935 d e  
nuestra ley procesal, puesto que en el Tratado con Suiza nada s e  
estipuló en contrario), enumerándose los documentos que han de 
acom~añar  a la petición. 





desembolso por parte ael s r .  Hamm, se practique la oportuna 
liquidación para fijar la cantidad exacta que dicho señor tenga 
que satisfacer en definitiva, que se r l  d a  diferencia entre las dos 
que la quiebra Eidenbenz se allanó a reconocerle y las que por 
la sentencia de 14 de Diciembre de 1922 est l  obligado a pagar 
el Sr. Hammm. La cuestión estriba en si el allanamiento de la 
masa de la quiebra Eidenbenz a la demanda del Sr. Hamm, al- 
canza sólo a las dos partidas que la Sociedad Leu y Compañía 
alude o alguna partida mas; y, en este punto, es obligado ate. 
nerse a lo que la sentencia dice, que no es lo que la Sociedad Leu 
y Compañia pretende. 

Resulta de dicha sentencia que el Sr. Hamm demandó' a 
G. Eidenbenz tres cantidades distintas: una de 11.617,90 francos 
con intereses al  6 por 100 desde 12 de Febrero de 1915; otra 
de 31 506.40 francos, con intereses al 6 por 100 desde el 28 de Di- 
ciembre de 1918, y otra de 6 717.70 francos, con intereses al 6 
por 100, desde el 18 de de Julio de 1918. Siguió el pleito la casa 
G. Eidenbenz, sin que conste que negase ninguna de las tres deu. 
das, cuyo pago reclamaba el Sr. Hamm, pero formuló contra este 
reconvención por las cantidades de 50.555,10 pesetas, con intere. 
ses al 6 por 100 desde el 22 de Noviembre de 1918 y 960,75 pese- 
tas, con intereses al 6 por 100, desde el 28 de Septiembre de 1920, 
Se expresa en la sentencia que, cuando el Tribunal sentenciador 
habia entendido ya en la totalidad de los puntos litigiosos de la 
demanda principal y de la reconvención, y habia ordenado que 
se procediera a la prueba de los hechos alegados, se recibió la 
notificación de que la casa Eidenbenz habia sido declarada en 
quiebra; y que, posteriormente, el competente Juzgado de quie 
bras manifestó que en lo ~elnt ivo n In dernn~zdn principal, la 
quiebra renzrnciabn n lrz co~ztinztncidn de 10 cauaa. Fue entonces 
cuando la Sociedad Leu y Compañia hizo uso de su derecho a 
cobrar *su credico contra la casa quebrada mediante la adjudica- 
ción de los derechos de esta contra el Sr. Hamm, con el asenti- 
miento de la masa de la quiebra, y en tal concepto continuó el 
pleito como cesionaria de G. Eidenbenz. Pero el pleito siguió 
sólo en cuanto a la reconvención, pues expresamente se dice en 
la sentencia cuya ejecución se pide ahora, que hay que considerar 
terminado el proceso en lo que se refiere a la demanda principal, 
en vista de la intimación judicial hecha a su tiempo, y del alla- 
namiento de la quiebra; y añade el Tribunal sentenciador en las 
líneas inmediatamente precedentes al fallo que «levanta acta del 
allanamiento de la quiebra de Eidenbenz a la demanda principal.. 

Si esto produce, en cuanto a las partidas de 11.617,90 y 6.717,70 
francos con sus respectivos intereses al 6 por 100, desde determi- 
nadas fechas, el efecto que la Sociedad Leu y Compañia reco. 
noce de que su importe haya de deducirse de la cantidad a cuyo, 



pago ha sido condenado en reconvención el Sr. Hamm, {por que 
no reconocer el mismo efecto a la partida de 34 506.440 francos, 
con los intereses al  6 por 100 anual, desde el 23 de Diciembre 
de 1918, reclamada como aquellas otras dos en la demanda prin- 
cipal del Sr. Hamm, a cuya totalidad se allanó la quiebra G. Ei. 
denbenz, cedente a la Sociedad Leu y Compaiifa? 

La reresentación de Leu y Compañia lo explica. afirmando 
que el Sr. Hamm en fecha anterior a la de la sentencia o sea 
en 25 de Marzo de 1922, puso en conocimiento del Juzgado l e  
quiebras de Zurich, que renunciaba a su petición de 34 506.430 
francos, q u ~  figuraba en el segundo punto litigioso de la causa 
pendiente ante el Tribunal de Comercio de dicho Cantón, no 
habiendo, por su parte, dificultad en que tal cantidad se retirase 
de la lista de los débitos del quebrado G. Eidenbenz. Pretende 
lustificar ese hecho con un docuinento acompaiiado a su peticidn 
de ejecución de la sentencia, en el que se expresa lo relatado. 
Pero ni resulta dato alguno para atribuir a tal documento autori- 
dad suficiente, ni en la sentencia dictada el 14 de Diciembre 
de 1922 se hace alusión alguna al mismo, ni se formnla indicación 
de ninguna clase sobre el hecho a que se refiere; y en tales cir- 
cunstancias no ha de ser permitido a los Tribunales espaiioles, a 
quienes se pide y encomienda la ejecución de la sentencia, modi 
ficar Csta, reduciendo el alcance del allanamiento de la quiebra 
G. Eidenbenz a la demanda del Sr. Hamm; y, por tanto, la justa 
conzpensncid?~ que la Sociedad Leu y Compaiiia estima proce- 
dente en el otrosí primero del escrito inicial de estos autos, no ha 
de ser entre las cantidades a cuyo pago ha sido condenado el 
Sr. Hamm al resolver la reconvención y las dos adeudadas por 
la casa Eidenbenz que en dicho otrosí se expresan, sino entre 
aquella cantidad adeudada por el Sr. Hamm -y las tres reclama. 
das por el Sr. Hamm en su demanda principal con allanamiento 
de la quiebra Eidenbenz, según expresamente se consigna en la 
sentencia, en la cual no se hace alusión alguna a la renuncia de. 
Sr. Hamm a su credito de 34.F06.440 francos y los intereses col 
rrespondientes que, como hecha en fecha anterior a la de la sen- 
tencia, alega ahora la Sociedad Leu y Compaiiía. L a  Sociedad 
Leu y Compaiifa podrá ejercitar las acciones de que se crea asis. 
tida contra el Sr. Hamm o contra cualquier otra entidad, si h 
renuncia que afirma es cierta; pero, al pedir el cumplimiento en 
España de la sentencia dictada por el Tribunal de Comercio de 
Zurich, no tiene derecho a que se alteren en lo más minimo los 
términos de la sentencia, porque Csta sólo puede ser ejecutada y 
tiene que serlo tal como es. 

Por lo expuesto, el Fiscal es de parecer que procede acceder 
a lo solicitado por la representación de la Sociedad Leu y Com- 
pafiia en lo principal de su escrito fechado el 26 de Noviembre 
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,,, .,,, .,, , ., suplicado en el primer otrosí de dicho escrito 
) que, por el contrario, la orden de la Sala que interesa ha 
oxpresar que la diferencia a que se refiere ha de ser entre la 
tidad que el Sr. Hamm viene obligado a pagar a la Sociedad 
i y CornpaÍíía como cesionaria de la quiebra G. Eidenbenz y 
t ~ e s  cantidades, con sus intereses respectivos, que dicha quie- 
se allanó a reconocer que adeuda al  Sr. Hamm, estándose a 

. lue de la liquidación así practicada resulte; y 
Suplica a la Sala se digne acordar, de conformidad con lo que 

queda expuesto. La Sala no obstante, se dignara acordar lo que 
estime más procedente y acertado. 

Madrid, 25 de Marzo de 19%. 



ITALIA 

A L A  S A L A  

El Fiscal, evacuando el traslado conferido de los autos 
sobre ejecución en España a instancia de la representación 
de la Sociedad A. Escoffier Hiio. G. Guidi v Compañia, de 
San Remo (Italia), de determinadas sentencias dictadas por 
el Tribunal Civil y Penal de San Remo el 29 de Abril de 1920 
y el 30 de Mayo de 1923, dice: 

Que, tratándose de la ejecución de una sentencia de Tri- 
bunal extranjero en España, hay que estar, ante todo, a lo 
que preceptiia el art. 931 de la ley de Enjuiciamiento civil; 
y, a tal efecto, hace constar el Fiscal que, como la repre- 
sentación de la casa Guilera en los presentes autos y por 
las consideraciones ya expuestas por ella, que huelga re- 
petir, considera en vigor con Italia el Tratado sobre ejecu- 
ci6n de sentencias que España celebró con Cerdeña el 19 de 
Agosto de 1851. 

Pero, por lo mismo que tal Tratado está en plena vigen- 
cia, hay que estar a sus estipulaciones; y sin que haya para 
que prejuzgar ahora la cuestión planteada por la represen- 
tación de D Francisco Guilera Roca, liquidador de la So- 
ciedad en Comandita a Jacinto Guilera-, de si, conforme al 
párrafo segundo del art. 955 de nuestra ley de Enjuicia- 
miento civil p al art. 3.O del Tratado de 1851. la ejecución de 
la sentencia de que se trata, ha de ser solicitada ante la 
Audiencia territorial de Barcelona y no ante este Tribunal 
Supremo, estima el Fiscal que hay otra circunstancia que 
impide acceder a lo que la parte iniciadora de estos autos 
solicita. 

Es esta circunstancia,que el Tratado de 1851, a cuyo 
amparo se pretende la ejecuci6n en España de la sentencia 
dictada por el Tribunal de San Remo, no otorga a las par- 
tes interesadas el derecho de pedir directamente en el país 



donde la sentencia ha de ser ejecutada, tá. ,,,,,,i6n; sino 
que expresamente limita tal facultad al propio Tribynal 
sentenciador, al estipular en el art. 2 . O ,  que el curnplimien- 
to de las sentencias objeto del Tratado ha de pedirse de un 
Juzgado o Tribunal a otro, por medio de un exhorto, acom- 
paflando, cuando se trate de sentencias definitivas, al ex- 
horto, la ejecutoria correspondiente. 

Por lo expuesto, el Fiscal, 

SUPLICA A LA SALA que se digne desestimar lo solicitado 
por el Procurador Sr. García Coca en la representación 
que ostenta, sin perjuicio del ejercicio de las acciones y de- 
rechos que a las partes interesadas correspondan para ins- 
tar ante el Tribunal 'sentenciador italiano la remisión al  
competente de nuestro país, del exhorto correspondiente re- 
lativo a la ejecuci6n de la sentencia de que se trata en Es- 
paña. 

La Sala, no obstante, se dignará acordar lo que estime 
más procedente y acertado. 

Madrid, 31 de Marzo de 1925. 


